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 LXIV LEGISLATURA 
CAMPECHE 

     PODER LEGISLATIVO 

 
 
 
 

“LXIV Legislatura de la Perspectiva de Género” 

“2024, Año del XXV Aniversario de la Inscripción de la Ciudad Histórica Fortificada de Campeche 
en la Lista de Patrimonio Mundial de la UNESCO.” 

 
DICTAMEN DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE RELATIVO A CUATRO 
INICIATIVAS PARA ADICIONAR Y REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 
DEL ESTADO DE CAMPECHE.  
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 
A la Diputación Permanente mediante oficio le fue turnada la documentación que 
integra el expediente legislativo INI/316/LXIV/05/23 y sus acumulados 
INI/346/LXIV/06/23, INI/363/LXIV/06/23 e INI/375/LXIV/07/23,  relativo a cuatro 
iniciativas, la primera, para adicionar la fracción XV al artículo 20 y reformar la 
fracción VII al artículo 30; la segunda, para reformar la fracción IV al artículo 5 ; la 
tercera, para adicionar las fracciones XII y XIII y reformar la fracción XI del artículo 
5 y, la cuarta para adicionar las fracciones I, II, III, IV, V y VI y, los párrafos tercero 
y cuarto y reformar el párrafo segundo del artículo 6, todas  de la Ley de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado, promovidas por los 
legisladores José Héctor Hernán Malavé Gamboa, María Violeta Bolaños 
Rodríguez, Genoveva Morales Fuentes y Maricela Flores Moo del grupo 
parlamentario del Partido MORENA, respectivamente. 
 
Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58 fracción II de la 
Constitución Política del Estado de Campeche, 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado, este Órgano Colegiado emite el presente dictamen para que 
sea puesto a consideración del Pleno, de conformidad con la siguiente 
  

Metodología 
 

Expediente N°: INI/316/LXIV/05/23 y sus 
acumulados INI/346/LXIV/06/23, INI 
363/LXIV/06/23 e INI/375/LXIV/07/23 
 

Asuntos: Iniciativas para reformar y adicionar 
diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado 
de Campeche. 
 
Promoventes: Legisladores locales. 
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Atendiendo al imperativo del artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de Campeche, en lo que respecta a la obligación de redactar dictámenes 
claros y sencillos, sin dejar de observar los motivos, fundamentos jurídicos, así 
como la forma en que deben estar estructurados los dictámenes, es que por 
cuestión de orden del documento se propone una metodología dividida en las fases 
siguientes: 
 
Un apartado de Antecedentes, en el que se hará referencia de forma expositiva al 
trámite del proceso legislativo en Comisiones, así como en la Diputación 
Permanente. 
 
Un apartado de Sentido del Dictamen, en el que se apreciará la decisión última de 
este Órgano Parlamentario, ya sea por unanimidad o por mayoría determinando si 
son procedentes o no las iniciativas examinadas y, de ser el caso, las propuestas 
que correspondan. 
 
Un apartado de Consideraciones, en el que se podrán advertir los motivos y 
fundamentos jurídicos que sostienen el sentido de este Dictamen, que a su vez, 
generan convicción en los integrantes de este Órgano Colegiado sobre la 
procedencia de las iniciativas, ya sea en sus términos o con modificaciones. 
  
Un apartado de Decreto, en el que atendiendo a lo previsto por el artículo 79 de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, se hará la propuesta de redacción 
de Decreto que reforme, derogue o adicione disposiciones a la ley secundaria de 
que se trata. 
 

Antecedentes 
 
1. El 18 de mayo del año 2023, el diputado José Héctor Hernán Malavé 
Gamboa, integrante del grupo parlamentario del Partido MORENA, presentó ante el 
Congreso local la iniciativa para adicionar una fracción XV al artículo 20 y reformar 
la fracción VII del artículo 30 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia del Estado de Campeche. Turnándose el 22 de mayo del 2023 a la 
Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia, para su estudio y 
dictamen. 
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2. El 7 de junio del año 2023, la diputada María Violeta Bolaños Rodríguez, 
integrante del grupo parlamentario del Partido MORENA, presentó ante el Congreso 
local diversa iniciativa para reformar la fracción IV del artículo 5 de la Ley de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Campeche. Turnándose 
el 12 de junio del 2023 a la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de 
Familia, para su estudio y dictamen. 
 
3. El 27 de junio del año 2023, la diputada Genoveva Morales Fuentes, 
integrante del grupo parlamentario del Partido MORENA, presentó ante el Congreso 
local una iniciativa para adicionar las fracciones XII y XIII y reformar la fracción XI 
del artículo 5 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del 
Estado de Campeche. Turnándose el 30 de junio del 2023 a la Comisión de 
Derechos Humanos y de Asuntos de Familia, para su estudio y dictamen. 
 
4. El 7 de julio del 2023, la diputada Maricela Flores Moo, integrante del grupo 
parlamentario del Partido MORENA, presentó ante el Congreso del Estado su 
respectiva iniciativa para adicionar las fracciones I, II, III, IV, V y VI y los párrafos 
tercero y cuarto y, reformar el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Campeche. Turnándose 
el 14 de julio del 2023 a la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia, 
para su estudio y dictamen. 

 

5.  El 1° de febrero de 2024 la Presidencia de la Diputación Permanente 
convocó a sus integrantes para reunión de trabajo a celebrarse en este día con el 
objeto de poner en estado de resolución las iniciativas en mención. 

 
6. En ese estado procesal, este Órgano Parlamentario determina lo siguiente  

 
Sentido del Dictamen 

 
Primero. Son procedentes las iniciativas presentadas de conformidad con las 
motivaciones y fundamentos expresados en este dictamen. 
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Segundo. En su oportunidad, comuníquese a la Presidencia de la Mesa Directiva 
en turno el presente resolutivo para la continuación de su trámite legislativo en 
términos de ley. 
 

Consideraciones 
 
Primera. Competencia de la Diputación Permanente. 
 
Esta Diputación Permanente es competente para conocer, estudiar, resolver y emitir 
el presente dictamen de conformidad con lo dispuesto por los artículos 55, 58 
fracción II de la Constitución Política del Estado de Campeche, 23, 24 fracción XIV, 
42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
Disposiciones de las cuales es posible significar que durante los períodos de receso 
del Congreso habrá una Diputación Permanente, cuya integración, funcionamiento 
y competencia se rige por lo previsto en la propia Constitución local y en la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
Ordenamientos que a la par precisan que está integrada por los miembros de la 
Junta de Gobierno y Administración, con facultades amplias para emitir dictamen 
sobre todos los asuntos que queden sin resolución en los expedientes durante los 
periodos ordinarios, a fin de que en el período inmediato de sesiones ordinarias 
sigan tratándose.  
 
Segunda. Facultad de los promoventes. 
 
Sobre este aspecto, el artículo 46 de la Constitución Política del Estado de 
Campeche, permite que varios sujetos plenamente determinados cuenten con 
derecho para iniciar leyes o decretos, destacando, naturalmente, las y los diputados 
del Honorable Congreso del Estado de Campeche. 
 
De forma tal que, si la iniciativa a resolver fue presentada por los diputados José 
Héctor Hernán Malavé Gamboa, María Violeta Bolaños Rodríguez, Genoveva 
Morales Fuentes y Maricela Flores Moo, integrantes del grupo parlamentario del 
Partido MORENA de la LXIV Legislatura, es indudable que las propuestas que 
dieron origen a este dictamen son legítimas por haber estado instada por sujetos 
con reconocimiento constitucional para iniciar leyes. 
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Tercera. Acumulación. 
 
El artículo 43 de la Ley Orgánica en mención establece de manera enfática que 
cuando existan varias iniciativas sobre un mismo asunto o cuyos temas se 
relacionen entre sí, procederá su acumulación para ser analizadas, discutidas y 
resueltas todas ellas de manera conjunta, esto es, en un solo dictamen, con el objeto 
de evitar resoluciones contradictorias. 
 
Sobre esta premisa, es dable advertir que las cuatro iniciativas de modificaciones a 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado, tienen 
por objeto: 
 

• Impulsar programas para el adelanto y desarrollo de las mujeres cuyo objeto 
sea mejorar su calidad de vida y contribuir al logro de la igualdad sustantiva; 
 

• Ampliar el concepto de violencia económica; 
 

• Incorporar los conceptos de violencia por acoso y violencia institucional; y 
 

• Ampliar la protección de las víctimas de violencia familiar considerando para 
ello: 
 
a) Proporcionar atención, asesoría jurídica y tratamiento psicológico 

especializados y gratuitos a las víctimas, favoreciendo su 
empoderamiento y reparación del daño causado por dicha violencia; 

b) Brindar servicios reeducativos integrales, especializados y gratuitos al 
agresor para erradicar las conductas violentas a través de una educación 
que elimine los estereotipos de supremacía masculina y los patrones 
machistas que generan violencia; 

c) Evitar que la atención que reciban las víctimas y el agresor sea 
proporcionada por la misma persona y en el mismo lugar. En ningún caso 
podrán brindar atención, aquellas personas que hayan sido sancionadas 
por ejercer algún tipo de violencia; 

d) Evitar procedimientos de mediación o conciliación entre la víctima y el 
agresor; 
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e) Favorecer la separación y alojamiento del agresor con respecto a la 
víctima; y 

f) Favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas 
y sus hijos; la información sobre su ubicación será secreta y contarán con 
apoyo psicológico y legal especializados y gratuitos. 

 
Por las anteriores consideraciones de hecho y de derecho, esta Diputación 
Permanente determina la acumulación de las cuatro iniciativas antes citadas, para 
que sean resueltas en un solo dictamen y así, evitar fallos legislativos que puedan 
contraponerse entre sí. 
 
Cuarta. Voluntad de los legisladores promoventes. 
 
Para determinar estos aspectos es necesario distinguir con suma puntualidad los 
aspectos que los promoventes proponen, así como las razones en que sostienen 
su procedencia a partir del estudio de las iniciativas, en los términos siguientes: 
 

1) La iniciativa promovida por el diputado José Héctor Hernán Malavé Gamboa, 
propone incorporar dentro de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida de 
Violencia del Estado la  implementación de programas estatales para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres por 
parte del Instituto de la Mujer, con la finalidad  de lograr una mejor calidad de 
vida hacia este sector de la sociedad, tomando en consideración los grupos 
en desventaja, las variables socioculturales, la inclusión de todas las culturas, 
así como las lenguas indígenas. El promovente señala en su exposición de 
motivos que la Organización de las Naciones Unidas (ONU), reconoce la 
violencia en contra de las mujeres y las niñas como: “Todo acto de violencia 
basado en el género que tenga o pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o mental para la mujer, así como las amenazas de 
tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se 
producen en la vida pública como en la vida privada. La violencia contra las 
mujeres y niñas abarca, con carácter no limitativo, la violencia física, sexual 
y psicológica que se produce en el seno de la familia o de la comunidad, así 
como la perpetrada o tolerada por el Estado.” Asimismo, menciona que la 
Organización Mundial de la Salud, señala que el daño que causa la violencia 



       

 

 
 
 
 
 

 

 

7 
 

 LXIV LEGISLATURA 
CAMPECHE 

     PODER LEGISLATIVO 

va más allá del daño físico. La violencia provoca depresión, ansiedad y otros 
trastornos de salud mental. También contribuye a la aparición de 
enfermedades del corazón, accidentes cerebrovasculares y VIH/Sida, pues 
las víctimas de la violencia a menudo tratan de hacer frente a sus 
experiencias traumáticas adoptando comportamientos de riesgo, como 
consumir tabaco, alcohol y drogas, así como prácticas sexuales de riesgo, 
por lo que la violencia puede provocar una muerte temprana o mala salud 
durante toda la vida. Concluyendo que la violencia hacia las mujeres y niñas, 
afecta negativamente su bienestar e impide su plena participación y 
desarrollo en la sociedad 
 

2) Por su parte, la propuesta de la diputada María Violeta Bolaños Rodríguez, 
tiene como finalidad ampliar el concepto de violencia económica, pues este 
tipo de violencia afecta de manera directa e indirecta la economía de las 
mujeres. Además esta forma de violencia resalta en la diferencia en salarios 
entre hombres y mujeres por el mismo trabajo, la falta de valor al trabajo 
doméstico y la asignación de labores a las mujeres, por lo que  la propuesta 
tiene como finalidad garantizar la igualdad  y el bienestar económico de las 
mujeres campechanas.  
 

3) Asimismo, la diputada Genoveva Morales Fuentes integrante del grupo 
parlamentario del Partido MORENA, en su iniciativa expone como propósito 
fundamental incorporar en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia del Estado los conceptos de Violencia por Acoso y Violencia 
Institucional, como agresiones que afectan el desarrollo, la calidad de vida y 
el bienestar de las niñas, adolescentes y mujeres en nuestro Estado. 
 

4) Finalmente, la iniciativa de la diputada Maricela Flores Moo tiene como 
objetivo proteger a las víctimas de violencia familiar, como parte de la 
obligación del Estado, de garantizar a las mujeres su seguridad y el ejercicio 
pleno de sus derechos humanos. Asimismo, busca evitar procedimientos de 
mediación o conciliación, por ser inviables en una relación de sometimiento 
entre el Agresor y la Víctima, además plantea favorecer la separación y 
alejamiento del Agresor con respecto a la Víctima. Otro de los objetivos es la 
instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas y sus hijas e 
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hijos, así como que su ubicación sea secreta, además, de que en los mismos 
no podrán laborar personas que estén sujetas a procesos judiciales por 
violencia de género en alguna de sus modalidades o violencia familiar. 

 
Quinta. Declaración de Competencia del Congreso local y decisión de la 
Diputación Permanente.  
 
Que la competencia del Congreso del Estado para legislar en materia de acceso de 
las mujeres a una vida libre de violencia, se encuentra reconocida en la fracción IV 
del artículo 54 de la Constitución Política del Estado, así como en lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
que a la letra dice: “..ARTÍCULO 2.- La Federación, las entidades federativas, las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y los municipios, en el 
ámbito de sus respectivas competencias expedirán las normas legales y 
tomarán las medidas presupuestales y administrativas correspondientes, 
para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de 
conformidad con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos 
Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado mexicano..” Luego entonces 
quienes dictaminan en ejercicio de las facultades conferidas por la propia 
Constitución Local, así como por la Ley General de referencia consideran 
conveniente conocer y resolver respecto de las propuestas de reforma y adición que 
nos ocupa, en los siguientes aspectos: 
 
MEJORAR LA CALIDAD DE VIDA DE LAS MUJERES 
 
En México, de acuerdo con las estadísticas publicadas por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI) para el año 2021, del grupo de mujeres de 15 años 
o más, el 42.8 por ciento experimentaron algún tipo de violencia; la violencia 
psicológica es la que presenta mayor prevalencia con 29.4 por ciento, seguida de la 
violencia sexual con 23.3 por ciento, la violencia económica, patrimonial y/o 
discriminación con 16.2 por ciento y la violencia física con 10.2 por ciento. La 
prevalencia de violencia contra las mujeres de 15 años y más, muestra que aquéllas 
que experimentan mayor violencia son: las que residen en áreas urbanas con 73 
por ciento; de edades entre 25 y 34 años el 75 por ciento; quienes cuentan con un 
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nivel de escolaridad superior el 77.9 por ciento y las que se encuentran separadas, 
divorciadas o viudas el 74 por ciento. 
 
En este sentido, la exposición cotidiana de las mujeres y niñas a los diversos tipos 
de violencia afecta negativamente su bienestar e impide su plena participación en 
la sociedad; pues además de tener tales consecuencias negativas, la violencia 
también impacta a las familias, comunidad y el país. Los altos costos asociados, 
que comprenden desde un aumento en gastos de atención de salud y servicios 
jurídicos a pérdidas de productividad, impactan en presupuestos públicos 
nacionales y representan un obstáculo al desarrollo social y la calidad de vida de 
las mujeres. 
 
Al respecto la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer “Belem Do Pará”, en su artículo 8 faculta a los Estados a 
implementar programas en favor de las mujeres, que coadyuven a modificar los 
patrones socioculturales de conducta entre mujeres y hombres, así como a ofrecer 
a la mujer programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan 
participar plenamente en la vida social. Por su parte la Constitución Política 
Mexicana, en sus artículos 1° y 4° garantizan el debido goce de los derechos 
humanos de las mujeres y reconoce la igualdad entre hombres y mujeres sin 
discriminación alguna. Estos principios, exponen la importancia de respetar y 
ofrecer una vida digna a las mujeres de nuestra Entidad.  Por este motivo, es 
fundamental ajustar nuestro marco normativo para el conocimiento, reconocimiento 
y ejercicio de los derechos de las mujeres, con el propósito de asegurarles una 
mejor calidad de vida, implementando la inclusión y con ello lograr la igualdad 
sustantiva. 
 
Con tales pretensiones, mediante Decreto 228 esta LXIV Legislatura aprobó 
diversas modificaciones a la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado, estableciendo en el artículo 23 que todas las dependencias y  
entes públicos previstos en dicha ley deberán impulsar acciones para el 
otorgamiento de financiamientos preferentemente a mujeres, en especial, a jefas de 
familia o aquellas que sean o hayan sido víctimas de violencia, a fin de garantizar 
su derecho a la vivienda, mejorar su calidad de vida y la de sus familias, así como 
disminuir la brecha de género en esta materia. Razón por la cual quienes dictaminan 
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estiman viable incorporar en la formulación del Programa Estatal que coordina el 
Instituto Estatal de la Mujer políticas para el adelanto y desarrollo de las mujeres 
con el objeto de mejorar su calidad de vida y contribuir a la igualdad sustantiva,  
asimismo, que las acciones, medidas y programas que se propongan para erradicar 
la violencia contra las mujeres lleguen a todas las regiones del Estado, tomando en 
consideración  los grupos de desventajas, el respeto por las culturas, así como las 
lenguas indígenas de la Entidad, lo anterior para reforzar las políticas públicas que 
abonen a reconocer y garantizar los derechos de las mujeres, a mejorar su calidad 
de vida,  abonando a su inclusión y lograr su igualdad sustantiva.  
 
VIOLENCIA ECONÓMICA  
 
La violencia económica contra las mujeres es un fenómeno naturalizado, derivado 
de condiciones sociales, prejuicios, estereotipos de género y de las condiciones 
socioculturales que marginan el acceso de las mujeres al ámbito público y que las 
confinan al trabajo en el hogar no remunerado y al espinoso acceso al mercado 
laboral. 
 
En ese sentido podemos considerar a la violencia económica como toda acción u 
omisión que se dirija a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos y 
patrimoniales de las mujeres, incluidos aquellos de la sociedad conyugal y de las 
uniones de hecho. Así también la limitación de los recursos económicos destinados 
a satisfacer sus necesidades o la privación de los medios indispensables para vivir 
de manera digna; así como la evasión del cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias, la limitación o control de sus ingresos y percibir un salario menor por 
igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. 
 
La violencia económica tiende a presentarse bajo diversos supuestos, dentro de los 
cuales destacan:  
 

• Cuando se priva a la mujer de los medios económicos indispensables para 
su subsistencia y la de su familia;  

• Cuando el esposo o pareja limita a la mujer el uso y disposición de todos los 
bienes que tienen juntos; 
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• Cuando la pareja supervisa todo lo que gasta la mujer, no le da dinero en 
efectivo para los gastos y amenaza con quitarle todo;  

• Cuando la mujer no puede participar en las decisiones económicas del hogar 
y, si trabaja, tiene que entregar su salario;  

• Cuando el hombre no permite que su pareja estudie o trabaje para evitar que 
la mujer tenga autonomía económica y cuando el mismo se niega a dar una 
pensión alimenticia;  

• Cuando a la mujer se le quita o es obligada a ceder la herencia recibida, su 
salario, objetos personales, bienes inmuebles y otros; y 

• Cuando luego de haberle prohibido estudiar y/o trabajar, se le conceda una 
pensión que apenas le alcance para subsistir. 

 
Es por ello que atendiendo a tales circunstancias, la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer menciona la 
obligación de los Estados Parte de tomar todas las medidas apropiadas para 
modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras 
a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de 
cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. 
 
Además de garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada 
de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad 
común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos. 
En ese mismo sentido, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, en la fracción IV de su artículo 6° enuncia que la violencia económica, 
es toda acción u omisión del agresor que afecta la supervivencia económica de la 
víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso 
de sus percepciones económicas, así como la percepción de un salario menor por 
igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral.  
 
Si bien la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado 
ya contempla el concepto de violencia económica, misma que se encuentra 
armonizada con la Ley General antes mencionada, se estima conveniente en aras 
de dar mayor protección a las mujeres y garantizar su derecho a tener una vida 
digna, ampliar la esfera de protección en este tipo de violencia que afecta 
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gravemente a las mujeres y a sus dependientes económicos, para establecer que 
la afectación es de manera directa e indirecta, así como incorporar las restricciones, 
limitaciones y/o negación injustificada para obtener recursos económicos, la 
explotación laboral a la que se enfrentan, las condicionantes como la exigencia de 
exámenes de no gravidez y la discriminación en la promoción laboral. Lo anterior, 
en observancia del principio de progresividad de los derechos humanos de las 
mujeres, que se encuentra reconocido en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como en los Tratados Internacionales suscritos por el Estado 
México.  
 
Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sentado criterios en  
diversas tesis jurisprudenciales trayendo a colación para el caso que nos ocupa, 
que a la letra dicen: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO”. El 
principio de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica 
tanto gradualidad como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la 
efectividad de los derechos humanos no se logra de manera inmediata, sino que 
conlleva todo un proceso que supone definir metas a corto, mediano y largo plazos. 
Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los derechos siempre debe 
mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos humanos se 
relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos 
fundamentales, sino también con la obligación positiva de promoverlos de manera 
progresiva y gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado 
Mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y 
transformaciones necesarias en la estructura económica, social, política y cultural 
del país, de manera que se garantice que todas las personas puedan disfrutar de 
sus derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las autoridades 
del Estado Mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de 
tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y 
también les impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas 
que sin plena justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a los 
derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano. 
Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno Alta Tecnología en Proyectos e 
Instalaciones, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
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González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
 
PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU 
CONCEPTO Y EXIGENCIAS POSITIVAS Y NEGATIVAS. El principio de 
progresividad está previsto en el artículo 1o. constitucional y en diversos tratados 
internacionales ratificados por México. Dicho principio, en términos generales, 
ordena ampliar el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor 
medida posible hasta lograr su plena efectividad, de acuerdo con las circunstancias 
fácticas y jurídicas. Es posible diseccionar este principio en varias exigencias de 
carácter tanto positivo como negativo, dirigidas a los creadores de las normas 
jurídicas y a sus aplicadores, con independencia del carácter formal de las 
autoridades respectivas, ya sean legislativas, administrativas o judiciales. En 
sentido positivo, del principio de progresividad derivan para el legislador (sea formal 
o material) la obligación de ampliar el alcance y la tutela de los derechos humanos; 
y para el aplicador, el deber de interpretar las normas de manera que se amplíen, 
en lo posible jurídicamente, esos aspectos de los derechos. En sentido negativo, 
impone una prohibición de regresividad: el legislador tiene prohibido, en principio, 
emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el alcance y 
la tutela que en determinado momento ya se reconocía a los derechos humanos, y 
el aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre derechos humanos de 
manera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido que implique desconocer la 
extensión de los derechos humanos y su nivel de tutela admitido previamente. En 
congruencia con este principio, el alcance y nivel de protección reconocidos a los 
derechos humanos tanto por la Constitución como por los tratados internacionales, 
deben ser concebidos como un mínimo que el Estado Mexicano tiene la obligación 
inmediata de respetar (no regresividad) y, a la vez, el punto de partida para su 
desarrollo gradual (deber positivo de progresar).  Amparo en revisión 306/2016. 
Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
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En ese sentido y dado que el principio de progresividad de los derechos humanos, 
ordena ampliar el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor 
medida posible hasta lograr su plena efectividad, de acuerdo con las circunstancias 
fácticas y jurídicas, razón por la cual quienes dictaminan estiman viable ampliar el 
concepto de violencia económica que actualmente señala la Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida de Violencia del Estado, pues ello abonará a brindar un espectro 
de protección más amplia a las víctimas de este tipo de violencia. 
 
VIOLENCIA POR ACOSO Y VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
 
La violencia contra la mujer es a la vez universal, pues no hay ninguna región del 
mundo, en que se haya logrado que las mujeres estén libres de violencia. 
 
Bajo esa óptica, la Corte interamericana de los Derechos Humanos señala al igual 
que la Convención de Belém Do Pará, que: La violencia contra la mujer no sólo 
constituye una violación a los derechos humanos, sino que es una ofensa a la 
dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres. 
 
En ese sentido, resulta importante incorporar en nuestra legislación local en materia 
de acceso a las mujeres a una vida libre de violencia, los conceptos de violencia por 
acoso y violencia institucional. El acoso es una expresión de violencia que ocurre 
en diferentes contextos, que visibiliza la posición de desigualdad y del ejercicio del 
poder, en donde la condición de género desempeña un papel central. Por otra parte, 
la violencia sexual abarca actos que van desde el acoso verbal a la penetración 
forzada y una variedad de tipos de coacción, desde la presión social y la intimidación 
a la fuerza física. Por su parte, la violencia institucional son todos los actos u 
omisiones de los hombres y mujeres que trabajan como servidores públicos de 
cualquier orden de gobierno, que impliquen discriminación o tengan como fin dilatar, 
obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, 
así como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, 
investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia. 
 
Por ende, es importante considerar el problema de la violencia contra las mujeres, 
partiendo del hecho de que la misma se ejerce por el hecho de ser mujeres, lo que 
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termina haciendo de este fenómeno uno de carácter relacional mediado por el poder 
y la desigualdad.  
 
La violencia por acoso se visibiliza a través de aquellas conductas con fines o 
móviles lascivos mediante asedio reiterado a personas de cualquier sexo, 
valiéndose de su posición jerárquica o poder, derivada de sus relaciones laborales, 
docentes, religiosas, domésticas, o cualquier otra, que implique subordinación. Y la 
violencia institucional puede ser ejercida por distintas autoridades cuando estas 
realizan acciones u omisiones que violentan los derechos o atentan contra la 
dignidad e integridad personal y familiar de las mujeres denunciantes. Sin embargo, 
es necesario contextualizar el tema desde el ambiente social, político y económico 
adverso, en el cual los conflictos se entrecruzan hasta alcanzar altos niveles de 
violencia social que se agudizan por la pobreza y que presentan su rostro más crudo 
en la población en condiciones de vulnerabilidad. 
 
Por lo que considerando ambos conceptos se puede advertir que existen violaciones 
a la dignidad humana de las mujeres, razones que hacen tomar la determinación de 
quienes dictaminan de estimar viable incorporar dentro de los tipos de violencia a la 
violencia por acoso y a la violencia institucional, por tratarse de agresiones que 
menoscaban el desarrollo y el bienestar de las niñas, adolescentes y mujeres 
campechanas.  
 
VIOLENCIA FAMILIAR 
 
La familia es el núcleo de la sociedad y el escenario principal de formación de los 
individuos y aunque su esencia es ser una institución de respaldo, convivencia y 
protección se pueden presentar diversas situaciones, como en el caso particular de 
la violencia intrafamiliar, que hace necesaria la intromisión y regulación del Estado. 
 
En ese sentido, la Convención lnteramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia Contra la Mujer "Convención De Belem Do Para", refiriéndose a que 
toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público 
como en el privado, menciona que: ”Artículo 4: Toda mujer tiene derecho al 
reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las 
libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre 
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derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:  El derecho a que se 
respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia y el derecho 
a igualdad de protección ante la ley y de la ley..”; 
 
Por su parte la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), ha reconocido explícitamente las 
condiciones estructurales de desventaja de las mujeres, estableciendo en su 
artículo 2 que: “Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en 
todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, 
con tal objeto, se comprometen: a)….. b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas 
y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda 
discriminación contra la mujer.”  Asimismo, en su artículo 16 establece la obligación 
de los Estados de adoptar medidas para eliminar la discriminación contra las 
mujeres en los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares. 
Por ello, los Estados tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de las mujeres y de las niñas estableciendo 
medidas para eliminar la violencia contra ellas, por ser considerada como actos 
discriminatorios y violatorios de los derechos humanos. 
 
La violencia en el seno de la familia, ha sido un tema difícil de abordar porque su 
reconocimiento rompe con la idea de que el núcleo familiar es siempre un entorno 
de seguridad para sus miembros. Por lo que atendiendo a la obligación del Estado, 
respecto a tales temáticas es que quienes dictaminan estiman viable establecer 
medidas que abonen a la protección de la mujer y de sus hijas e hijos cuando se 
encuentren en una situación de violencia familiar, dado que se encuentran 
encaminadas a darles protección y seguridad ante dicha situación, al evitar 
procedimientos de mediación o conciliación con su agresor; optar por la separación 
y alejamiento de la víctima con su agresor; otorgarles apoyo gratuito psicológico y 
legal; además que las personas que estén sujetas a procesos judiciales por 
violencia de género en algunas de sus modalidades o violencia familiar, no presten 
servicios en los refugios para mujeres que hayan sufrido violencia, lo cual confortará 
a las víctimas al saber de encontrarse seguras y comprendidas ante situaciones de 
violencia a las que hubieren estado sometidas dentro del seno familiar. 
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Sexta. Análisis de la redacción normativa. 
 
Vertidas las consideraciones expuestas esta Diputación Permanente estima 
conveniente pronunciarse a favor de reformar las fracciones IV y XII  del artículo 5; 
las reformas XI, XII y XIII del artículo 20 y la fracción VII del artículo 30; adicionar 
las fracciones XIII y XIV al artículo 5; un párrafo segundo al artículo 6; una fracción 
XIV al artículo 20 todas de  la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado, con la finalidad de establecer políticas que abonen a mejorar 
la calidad de vida y la igualdad sustantiva a favor de las mujeres, garantizar a las 
mujeres mayor protección al ampliar el concepto de violencia económica e 
incorporar los conceptos de violencia por acoso y violencia institucional, a su vez de 
quedar armonizados  con las disposiciones que estable la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
 
Que en el marco de los trabajos de dictamen de las iniciativas de referencia, el 
diputado Paul Alfredo Arce Ontiveros del grupo parlamentario del Partido 
Movimiento Ciudadano presentó observaciones al proyecto de dictamen, mismas 
que se incorporan para incluir dentro del concepto de violencia económica lo 
referente al incumplimiento de las responsabilidades alimentarias, exclusión o 
discriminación en la toma de decisiones financieras o en la disposición de los 
recursos compartidos sin la voluntad de la víctima, lo anterior para efecto de ampliar 
ese concepto que afecta de manera directa e indirecta la economía de las mujeres 
al traducirse en ocasiones en diferencia de salarios entre hombres y mujeres por el 
mismo trabajo, la falta de valor al trabajo doméstico, la asignación de labores a las 
mujeres y la falta de cumplimiento de la pensión alimenticia. Todo ello, en aras en 
consolidar el principio de igualdad sustantiva en el marco normativo de nuestra 
Entidad. 
 
Cabe señalar que este órgano dictaminador realizó ajustes de redacción y estilo 
jurídico, así como de técnica legislativa al proyecto de decreto originalmente 
planteado, para quedar como se propone en el proyecto de decreto de este 
dictamen, sin afectar el objeto de las mismas, de conformidad con las 
consideraciones anteriormente expuestas. 
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Séptima. Impacto Presupuestal. 
 
Esta Diputación Permanente advierte que por cuanto a las disposiciones del artículo 
23 de la Ley de Disciplina Financiera y Responsabilidad Hacendaria del Estado de 
Campeche y sus Municipios, así como por lo previsto en el artículo 16 de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, los objetivos y 
alcances de las adiciones y reformas que se proponen, no generarán impacto 
presupuestal alguno, puesto que se tratan de disposiciones que no producen 
obligaciones económicas adicionales para el Estado. 
 
Bajo este orden de consideraciones se propone el siguiente proyecto de  

 
Decreto 

 
La LXIV Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta: 

 
Número________ 

 
Único. Se reforman las fracciones IV y XII del artículo 5; las fracciones XI, XII 
y XIII del artículo 20; la fracción VII del artículo 30; se adicionan las fracciones 
XIII, XIV al artículo 5; un párrafo segundo al artículo 6 y una fracción XIV al 
artículo 20 todos de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de Campeche, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 5.- ……………………. 
 
I. a  III. ……………… 
 
IV. Violencia Económica.-  Toda acción u omisión que afecta de manera directa 
o indirecta a la economía, a través de limitaciones encaminadas a controlar el 
ingreso de sus percepciones económicas, en la restricción, limitación y/o 
negación injustificada para obtener recursos económicos, percepción de un 
salario menor por igual trabajo, explotación laboral, exigencia de exámenes 
de no gravidez, así como la discriminación para la promoción laboral, 
incumplimiento de las responsabilidades alimentarias, exclusión o 
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discriminación en la toma de decisiones financieras o en la disposición de los 
recursos compartidos sin la voluntad de la víctima. 
 
V. a XI. ………………. 
 
XII. Violencia por Acoso.-  Es la agresión reflejada en cualquier acto expresivo, 
verbal o físico, motivada u orientada por discriminación con base en el género, 
que pretenda coaccionar a la persona acosada con molestias o 
requerimientos que la coloquen intencionalmente en una situación de riesgo, 
incluso en aquellos casos donde no exista subordinación, pero el acosador 
cometa un ejercicio abusivo del poder que ponga a la víctima en estado de 
indefensión;  
 
XIII. Violencia Institucional. - Son los actos u omisiones de las personas que 
tengan el carácter de servidores públicos que discriminen o tengan como fin 
dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de 
las mujeres, así como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a 
prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de 
violencia; y 
 
XIV. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar 
la dignidad, integridad o libertad de las mujeres. 
 
ARTÍCULO 6.- ……… 
 
Para proteger a las víctimas de violencia familiar, como parte de la obligación 
del Estado, de garantizar a las mujeres su seguridad y el ejercicio pleno de 
sus derechos humanos considerando la interseccionalidad, la 
interculturalidad y el enfoque diferenciado. Para ello, deberán tomar en 
consideración: 
 

I. Proporcionar atención, asesoría jurídica y tratamiento psicológico 
especializados y gratuitos a las víctimas, que favorezcan su 
empoderamiento y reparen el daño causado por dicha violencia; 
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II. Brindar servicios reeducativos integrales, especializados y gratuitos 
al agresor para erradicar las conductas violentas a través de una 
educación  que elimine los estereotipos de supremacía 
masculina, y los patrones machistas que generaron su violencia; 
 

III. Evitar que la atención que reciba la víctima y el agresor sea 
proporcionada por la misma persona y en el mismo lugar. En ningún 
caso podrán brindar atención, aquellas personas que hayan sido 
sancionadas por ejercer algún tipo de violencia; 
 

IV. Evitar procedimientos de mediación o conciliación por ser inviables 
en una relación de sometimiento entre el agresor y las víctimas; 
 

V. Favorecer la separación y alejamiento del agresor con respecto a la 
víctima; y 
 

VI. Favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las 
víctimas y sus hijas e hijos; la información sobre su ubicación será 
secreta y proporcionarán apoyo psicológico y legal especializados y 
gratuitos. En ningún caso podrán laborar en los refugios personas 
que hayan sido sancionadas por ejercer algún tipo de violencia. 

 
ARTÍCULO 20…………………… 
 

I. a X. …………………. 
 
XI. Promover la cultura de denuncia de la violencia contra las mujeres en el marco 
de la eficacia de las instituciones para garantizar su seguridad y su integridad; 
 
XII. Diseñar un modelo integral de atención a los derechos humanos y ciudadanía 
de las mujeres que deberán instrumentar las instituciones, los centros de 
atención y los refugios que atiendan a víctimas; 
 
XIII. Vigilar que los usos y costumbres sociales no atenten contra los derechos 
humanos de las mujeres; y 
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XIV. Impulsar políticas para el adelanto y desarrollo de las mujeres cuyo 
objeto sea mejorar su calidad de vida y contribuir al logro de la igualdad 
sustantiva. 

 
ARTÍCULO 30. …………………… 
 

I. a VI. ……….. 
 
VII. Proponer a las instancias encargadas de la aplicación de la presente ley, 

los programas, las medidas y las acciones que se requieran, a fin de 
erradicar la violencia contra las mujeres en todas las regiones del 
Estado, considerando las características de los grupos de 
desventajas, las variables socioculturales, el respeto por las 
culturas, así como por las lenguas indígenas de la entidad; 
 

VIII. a XII. ………. 
 
 

TRANSITORIOS 
 
 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Periódico Oficial del Estado. 
 
Segundo.- Se derogan las disposiciones legales y reglamentarias en lo que se 
opongan al presente decreto. 
 
 
 
ASÍ LO RESUELVE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE A EN LA CIUDAD DE SAN 
FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE A LOS CINCO DÍAS DEL MES DE 
FEBRERO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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Nota: Esta hoja corresponde a la última página del expediente legislativo número INI/316/LXIV/05/23 y sus 
acumulados INI/346/LXIV/06/23, INI/363/LXIV/06/23 e INI/375/LXIV/07/23  relativo a cuatro iniciativas para reformar y 
adicionar diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado, 
promovida por los diputados José Héctor Hernán Malavé Gamboa, María Violeta Bolaños Rodríguez, Genoveva 
Morales Fuentes y Maricela Flores Moo del grupo parlamentario del Partido MORENA, respectivamente. 


